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I. RESUMEN
1. El 25 de febrero de 2008, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición del señor G.R. Sewcharan (el “peticionario”) contra la República de Suriname (el “Estado” o “Suriname”), en representación de 24 personas
 detenidas en la Institución Penal Duisburglaan, Paramaribo, Suriname (“Koempai y otros.” o “las supuestas víctimas”).

2. De acuerdo a la petición, todas las supuestas víctimas han sido condenadas penalmente por el Tribunal de Distrito de Suriname, han recibido una sentencia de prisión y han presentado una apelación. El peticionario alega que se violaron los derechos de todas estas personas, consagrados en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (la “Convención Americana”) porque  sus apelaciones no han sido oídas dentro de un plazo razonable. En particular, el peticionario alega que en 21 de los 24 casos, ninguna de las apelaciones presentadas ha sido oída por el Tribunal de Justicia y que la primera apelación fue presentada en 1998 y la última en agosto de 2006.  La petición indica que en los tres casos restantes, las apelaciones fueron tratadas pero también después de un retardo supuestamente prolongado y no razonable (entre tres y cinco años) en violación de la Convención Americana.

3. Los peticionarios alegan que en consecuencia el Estado es responsable por la violación de los derechos de las supuestas víctimas, consagrados en los artículos 8 y 25, en relación con los artículos 1(1) y 2 de la Convención Americana.  El peticionario sostiene que la legislación de Suriname no ofrece un recurso que puedan agotar las supuestas víctimas porque no hay un recurso legal efectivo para hacer cumplir el derecho de que una apelación sea oída dentro de un plazo razonable.

4. El Estado admite que debido a la importante acumulación de trabajos pendientes en el Tribunal de Distrito, las demoras del procesamiento de las apelaciones de las supuestas víctimas constituye un retardo que no es razonable. Sin embargo, el Estado alega que la petición es inadmisible porque las supuestas víctimas no han agotado los recursos internos vigentes para garantizar el derecho de ser enjuiciado dentro de un plazo razonable.

5. En este informe la CIDH examina las alegaciones de las partes sobre el aspecto de admisibilidad y, sin prejuzgar los méritos de la cuestión, concluye que el caso es admisible puesto que cumple con los requisitos dispuestos en los artículos 31 al 34 de su reglamento.  Con base en lo anterior, la CIDH decide notificar su decisión a las partes y continuar con su análisis de los méritos del caso en lo que se relaciona a la supuesta violación de los artículos 1, 2, 7(5), 8 y 25 de la Convención Americana, publicar este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
6. La CIDH recibió la petición el 25 de febrero de 2008, y los anexos pertinentes el 27 de febrero de 2008.  Mediante una comunicación del 28 de febrero de 2008, la Comisión Interamericana acusó recibo y luego solicitó información adicional al peticionario el 16 de abril de 2008.  En una comunicación recibida el 27 de mayo de 2008, el peticionario envió la información solicitada a la CIDH, la cual acusó recibo de la misma el 4 de junio de 2008 y transmitió al Estado las partes pertinentes de las comunicaciones recibidas, el 18 de junio de 2008, solicitándole que enviara sus observaciones dentro de un plazo de dos meses.

7. El Estado respondió el 15 de agosto de 2008 y la Comisión Interamericana transmitió esta respuesta al peticionario el 11 de septiembre de 2008, con una solicitud para que cualquier observación fuera enviada dentro de un período de un mes.  Los peticionarios suministraron a la CIDH información adicional el 10 de octubre de 2008 y el 30 de abril de 2009.  Esta información fue debidamente notificada al Estado,
 el cual transmitió observaciones adicionales el 9 de febrero y el 2 de julio de 2009.  La CIDH transmitió estas observaciones al peticionario, el 2 de abril y el 8 de julio de 2009, respectivamente.

III. POSICIONES DE LAS PARTES
A.
Posición de los peticionarios
8. De acuerdo a la petición, todas las supuestas víctimas han recibido condena penal por el Tribunal de Distrito de Suriname, y sentencias de cárcel que varían desde los cinco a los veinte años, y todas permanecieron recluidas en la cárcel de la Institución Penal Duisburglaan, en Paramaribo, en el momento que se presentó esta petición.  La información indica que difieren los momentos en que las supuestas víctimas fueron arrestadas; en forma similar, las condenas y sentencias de las supuestas víctimas fueron impuestas en momentos diferentes, entre 1998 y 2006.  Por lo tanto, en el momento en que se presentó la petición, el plazo correspondiente venció porque las condenas variaron desde dos a diez años.  El peticionario destaca que ni la complejidad de los casos ni el comportamiento de las supuestas víctimas pueden justificar este supuesto retardo indebido.
  En consecuencia, alega que todas las supuestas víctimas han sufrido violaciones de su derecho a ser enjuiciadas dentro de un plazo razonable, conforme a lo dispuesto en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.  
9. En la petición se alega además, que el Estado es responsable por la violación del artículo 2 de la Convención Americana, porque no ha actualizado su legislación nacional de conformidad con el artículo 8 del mismo instrumento.  Finalmente, se alega que se ha violado el artículo 1 de la Convención Americana en relación con el derecho a ser oído dentro de un plazo razonable. El peticionario declara que si bien algunas de las supuestas víctimas han sufrido otras violaciones de sus derechos humanos, en esta petición desean restringir el análisis al derecho de adjudicación dentro de un período razonable.

10. El peticionario asevera que la legislación de Suriname no contiene recursos a través de los cuales las supuestas víctimas puedan obligar a los tribunales internos a oír sus apelaciones dentro de un período razonable. En consecuencia, alega que no hay recursos internos que agotar para hacer cumplir el derecho que tienen las supuestas  víctimas a ser oídas dentro de un período razonable, lo cual justifica que se otorgue una excepción al agotamiento de los recursos internos, de conformidad con el artículo 46(2)(a) de la Convención Americana.

11. En el momento de la presentación de esta petición, el peticionario indicó que se había iniciado el procedimiento de audiencia de tres de las supuestas víctimas,
 mientras que las otras continuaban esperando a pesar de las repetidas solicitudes que se habían presentado al Actuario del Tribunal de Distrito
 (de Primera instancia) y al Tribunal de Justicia
 (Tribunal de Apelaciones).  Sin embargo, aún en el caso de las supuestas víctimas cuyas apelaciones se iniciaron o completaron, alega el peticionario que se violó su derecho a un juicio dentro de un plazo razonable, puesto que una persona esperó cinco años para que se decidiera su apelación y otras dos aguardaron cuatro y seis años, respectivamente, para que se iniciaran sus apelaciones, las cuales aún no se habían resuelto en el momento en que se presentó esta petición.

12. En comunicaciones posteriores, el peticionario informó a la Comisión Interamericana que cinco de las supuestas víctimas habían sido puestas en libertad,
 porque, de acuerdo al peticionario, demostraron que si se hubiera realizado la audiencia de apelación y se hubiera confirmado la misma sentencia, ellos hubieran sido puestos en libertad debido a los procedimientos para la concesión de libertad y libertad condicional.  Sin embargo, el peticionario rechaza la afirmación del Estado de que cualquiera de esas cinco personas fue puesta en libertad debido a su derecho a ser enjuiciados dentro de un plazo razonable y destaca que la decisión de ponerlos en libertad no lo libera al Estado de su obligación de garantizar su apelación dentro de un plazo razonable.

13. Como respuesta al argumento del Estado de que están disponibles y no se han agotado los recursos internos, el peticionario alega lo siguiente:

A. El artículo 28(1) del Código de Procedimiento Penal no es pertinente porque se refiere a procedimientos que son instituidos por la fiscalía y discontinuados sin que se dicte una sentencia de culpabilidad, lo cual no corresponde a este caso;
B. El artículo 259 del Procedimiento del Código Penal no es pertinente porque dispone que una audiencia, de un juicio o apelación, deberá realizarse sin interrupción, aunque no fija el plazo entre el juicio y la apelación;
C. Si bien de conformidad con el artículo 373 del Procedimiento del Código Penal, el Actuario del Tribunal de Distrito debe suministrar los documentos de procedimiento al Actuario del Tribunal de Justicia, a la mayor brevedad posible, para que un caso sea oído en una audiencia de apelación, y de conformidad con el artículo 249 del Código de Procedimiento Penal, el Presidente del Tribunal de Justicia deberá decidir sobre la fecha de la audiencia de apelación, dentro de un plazo de cinco días después de haber recibido los mencionados documentos, el incumplimiento de estas disposiciones no acarrea consecuencias y por lo tanto no constituyen recursos que puedan ser invocados por las supuestas víctimas para garantizarles una audiencia de apelación dentro de un plazo razonable.  Además, en este caso, los documentos no han sido siquiera enviados al Tribunal de Justicia, lo cual lo convierte al artículo 249 totalmente irrelevante; si bien las supuestas víctimas presentaron varias solicitudes al Tribunal de Justicia para que los documentos fueran transmitidos al Actuario del Tribunal de Justicia, sus pedidos no tuvieron éxito;
D. De conformidad con el derecho penal, el artículo 1386 del Código Civil y el artículo 226 del Procedimiento del Código Civil, no se pueden utilizar de manera de lograr la audiencia de apelación de un caso sino que más bien contienen la base legal para una acción de reclamo de compensación de daños y perjuicios sufridos, lo cual no es lo que están procurando las supuestas víctimas.  Además, este procedimiento, como lo sugiere el Estado, es inapropiado para solucionar el problema planteado que se reclama en la presente petición, por las siguientes razones: (1) las supuestas víctimas no están solicitando una compensación financiera sino que reclaman el derecho a ser oídas; (2) las supuestas víctimas no están solicitando ser puestas en libertad sino que reclaman que su apelación sea oída; y (3) sería fútil solicitarle al Tribunal que se ordene a sí mismo a proceder con la apelación (la cual, en cualquier caso, requeriría de una cantidad no razonable de tiempo similar a lo que se reclamó en la petición).
14. En consecuencia, el peticionario sostiene que las supuestas víctimas se beneficiarían de una excepción a la norma sobre agotamiento de los recursos internos, dispuesta por el artículo 46(2)(a) de la Convención Americana porque la legislación interna no les ofrece el debido proceso para la protección de su derecho a ser enjuiciados dentro de un plazo razonable.
B.
Posición del Estado
15. El Estado reconoce que el período transcurrido entre las condenas y las apelaciones de las supuestas víctimas no es razonable, no obstante, rechaza la admisibilidad de la petición sobre la base de que no se han agotado los recursos internos.
16. Primero, el Estado alega que el derecho a ser enjuiciado dentro de un plazo razonable está consagrado en varios lugares de su legislación, tales como el artículo 10 de la Constitución de Suriname, la cual establece que: “Todas las personas tendrán, en el caso que se violen sus derechos y libertades, el derecho a que se trate en forma pública y honesta su queja, dentro de un plazo razonable, por parte de un juez independiente e imparcial,” reconociendo que este es un derecho fundamental.

17. Además, el Estado alega que varias disposiciones de su Procedimiento del Código Penal aseguran el derecho a un juicio dentro de un plazo razonable, en particular:

A. El artículo 28(1) dispone que si un procesamiento no es conducido sin retardo indebido, a solicitud del acusado, el Tribunal de Justicia puede declarar el caso cerrado. Sin embargo, el Estado observa que este recurso no sería efectivo en el caso de las supuestas víctimas.
B. Los artículos 252 y 259 disponen que durante el juicio en primera instancia y durante la apelación la investigación deberá ser realizada sin ninguna interrupción;
C. El artículo 373(1) establece que el Actuario del Tribunal de Distrito deberá enviar los documentos del caso al Actuario del Tribunal de Justicia, tan pronto como sea posible, una vez que se haya presentado la solicitud de apelación; y
D. De acuerdo al artículo 249(4), el Presidente del Tribunal de Justicia deberá fijar la fecha para la apelación, si es posible, dentro de un período de ocho días a partir de la fecha de envío de los documentos del caso al Actuario del Tribunal de Justicia.

18. El Estado argumenta que estas medidas protegen el derecho a un juicio sin retardo indebido y que constituyen recursos efectivos que deberían haber sido procurados por las supuestas víctimas, y que al no haberlo hecho la petición es inadmisible.
19. El Estado alega asimismo que el artículo 1386 del Código Civil de Suriname –la disposición general sobre agravio o tort—junto con el artículo 226 del Procedimiento del Código Civil de Suriname –el cual permite procedimientos sumarios en casos de urgencia—podrían ser utilizados por las supuestas víctimas como una forma para obtener una orden del Tribunal para proceder con sus apelaciones, así como una compensación monetaria. Como un ejemplo de este tipo de procedimientos, el Estado presenta dos casos internos en los cuales el Tribunal de Distrito ordenó al Estado a poner en libertad a un sospechoso arrestado debido a que se habían excedido los plazos específicos del período previo al juicio, y ordenó una compensación monetaria.
  El Estado explica que el artículo 1386 del Código Civil dispone la total protección en el caso de una lesión causada por cualquier acto u omisión por parte del Estado, que viole la ley o infrinja un derecho subjetivo o viole una norma no escrita de atención debida.  Las diversas formas de recurso supuestamente incluyen daños y perjuicios, restitution in integrum, una sentencia declaratoria estableciendo la ilegalidad del acto o una intimación, lo cual se puede obtener a través de procedimientos sumarios, prohibiendo una futura conducta ilegal u ordenando en el caso de una omisión ilegal, lo cual podría ser el caso en esta situación.
20. Además, el Estado sostiene que el tiempo excesivo de los procedimientos penales, en principio pueden ser compensados mediante la reducción de la sentencia tomando en cuenta el tiempo insumido con el procedimiento.

22. Con respecto a los méritos de la petición, el Estado “se lamenta en admitir” que, principalmente debido al “enorme volumen de trabajo atrasado” y a las “deficiencias de organización a nivel del Actuario del Tribunal de Distrito,” el período transcurrido desde las condenas de las supuestas víctimas y sus apelaciones, sin duda constituyen un plazo no razonable. Declara además, que “los procedimientos no fueron enviados sin retardo indebido como se dispone en el Procedimiento del Código Penal del Actuario del Tribunal de Justicia.”  El Estado destaca que, a pesar de esta violación, cuatro de las supuestas víctimas fueron puestas en libertad debido a la violación de su derecho a ser enjuiciadas dentro de un período razonable, lo cual demuestra la preocupación del Estado sobre la ocurrencia de este tipo de violaciones.  El Estado afirma que adoptará las medidas apropiadas para incrementar la capacidad del poder judicial y de los tribunales e investigará y tomará las acciones correctivas con respecto a otras personas que aguardan prolongados periodos indebidos para que se oigan sus apelaciones de casos de delitos penales.  Al respecto, el Estado suministró un calendario para las audiencias de todas las supuestas víctimas para las cuales aún no se habían iniciado las apelaciones. Sin embargo, en comunicaciones posteriores, el Estado reconoció que se tuvieron que introducir modificaciones a este calendario y que en realidad se había iniciado solo una apelación.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD
A.
Jurisdicción
23. El peticionario tiene derecho de conformidad con el artículo 44 de la Convención Americana, a presentar una petición en representación de las supuestas víctimas. En este caso las supuestas víctimas están dentro de la jurisdicción del Estado de Suriname, el cual ha sido un Estado Parte de la Convención Americana desde el 12 de noviembre de 1987, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. En consecuencia, la CIDH tiene la competencia ratione personae para examinar esta petición.

24. La Comisión Interamericana tiene la competencia ratione loci para examinar la petición porque la misma alega violaciones protegidas por la Convención Americana, las cuales tuvieron lugar en el territorio de un Estado Parte de la Convención Americana.  Además, la CIDH tiene la competencia ratione temporis porque la obligación de respetar y proteger los derechos consagrados en la Convención Americana ya estaba vigente para el Estado en la fecha en que tuvieron lugar las supuestas violaciones de los derechos que se mencionan en la petición. Finalmente, la CIDH tiene la competencia ratione materiae porque la petición alega violaciones de derechos humanos consagrados en la Convención Americana.


B.
Requisitos de admisibilidad
1.
Agotamiento de los recursos internos
26. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana establece como un requisito para la admisión de una petición ante la Comisión Interamericana, que se hayan procurado y agotado los recursos internos de conformidad con los principios generalmente reconocidos del derecho internacional.  El objetivo de este requisito es permitirles a las autoridades nacionales considerar la supuesta violación de un derecho protegido y, si corresponde, darles una oportunidad para abordar la violación antes de ser considerada por un órgano internacional. El artículo 46(2) establece además, que este requisito no deberá ser aplicable cuando la legislación interna del Estado no ofrece el debido proceso para la protección de los derechos que supuestamente han sido violados; que a la parte que alega la violación de sus derechos se le haya negado acceso a los recursos o se haya prevenido el agotamiento de los mismos, que haya un retardo injustificado del dictado de la sentencia final de conformidad con los recursos antes mencionados. 
27. Un Estado que alega que no se hayan agotado los recursos de jurisdicción interna deberá indicar los recursos internos que deben ser agotados y suministrar pruebas de su eficacia.
  En este caso, como se detalló anteriormente, el Estado argumenta que el derecho a ser enjuiciado dentro de un plazo razonable está garantizado por la Constitución de Suriname, así como por varias disposiciones del Procedimiento del Código Penal, los cuales constituyen recursos internos efectivos que deberían ser agotados por las supuestas víctimas.  El peticionario rechaza estas afirmaciones y alega que ninguna de estas disposiciones constituye un recurso efectivo mediante los cuales las supuestas víctimas pueden recurrir para que su apelación sea oída por el Tribunal de Justicia dentro de un plazo razonable.  Si bien a la Comisión Interamericana le parece que estas disposiciones reconocen la importancia del derecho a un juicio dentro de un plazo razonable, las mismas no parecen constituir un recurso interno efectivo que debería ser agotado por las supuestas víctimas.  Las disposiciones en cuestión indican varias medidas que deberían ser adoptadas en forma oportuna; sin embargo, las disposiciones no hacen referencia a un recurso en el caso de no observancia y tampoco el Estado se ha referido a algún caso o antecedente concreto.
27. Además, el Estado alega que el artículo 1386 del Código Civil, junto con el artículo 226 del Procedimiento del Código Civil es un recurso apropiado mediante el cual las supuestas víctimas podrían obtener una orden del Tribunal para proceder con sus apelaciones. Para ofrecer pruebas de la eficacia de este recurso, el Estado presenta dos casos internos en los cuales el Tribunal de Distrito ordenó al Estado a poner en libertad a un sospechoso arrestado debido a que se habían excedido los plazos específicos del período previo al juicio.  El peticionario alega que estas disposiciones son inapropiadas para resolver los reclamos contenidos en la petición, los cuales no consisten en recibir compensación financiera, sino que su apelación sea oída y se decida al respecto, y que esto resalta la futilidad de solicitar al Tribunal que se ordene a sí mismo a proceder con una apelación.

28. La Comisión Interamericana observa que los dos casos presentados como ejemplos por el Estado son realmente diferentes de la situación de las supuestas víctimas de este caso y que resultaron en que se pusieron en libertad a personas que aún no habían sido condenadas. El Estado no ofreció pruebas de la eficacia del procedimiento sugerido (Artículo 1386 del Código Civil de Suriname, junto con el artículo 226 del Procedimiento del Código Civil de Suriname) sobre una situación similar a la que se encuentran las supuestas víctimas.  En consecuencia, la CIDH considera que el Estado no cumplió con su tarea de demostrar la eficacia de este recurso con respecto a los reclamos contenidos en la petición.

29. Finalmente, la CIDH observa que una reducción de la sentencia no puede ser considerada como un recurso interno efectivo para los fines de determinación de la admisibilidad, puesto que no garantiza el derecho a la adjudicación dentro de un plazo razonable y sería, por ejemplo, inadecuado para alguien cuyo veredicto de culpabilidad es revertido por un Tribunal de Justicia en una absolución de la condena.

30. En consecuencia, la Comisión Interamericana concluye que el sistema legal interno no ha ofrecido los recursos para abordar los reclamos presentados en la petición, y por esta razón, las supuestas víctimas están exentas de agotar los recursos internos, de conformidad con el artículo 46(2)(a) de la Convención Americana.

2.
Plazo para la presentación de la petición
31. El artículo 46(1)(b) de la Convención Americana dispone que una petición debe ser presentada dentro del período de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva. Además, el artículo 32 del Reglamento de la CIDH establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  
32. En el presente caso, la información indica que en el momento de la presentación de la petición, las supuestas víctimas habían estado aguardando por un periodo de entre dos y diez años, que sus apelaciones fueran oídas, con excepción del Sr. Adjako, quien fue condenado y sentenciado el 21 de febrero de 2003, que presentó su apelación dentro de los quince días, y cuya apelación se decidió el 20 de febrero de 2008, después de casi cinco años.  Dadas las circunstancias de hecho de la petición y el carácter continuo de las presuntas violaciones, la CIDH considera que la petición presentada el 25 de febrero de 2008, fue sometida dentro de un plazo razonable.
3.
Duplicación de procedimientos y res judicata
33. El artículo 46(1)(c) de la Convención Americana establece que la admisibilidad de una petición depende que la misma no “esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional”, y el artículo 47(d) del mismo instrumento dispone que la CIDH no podrá admitir una petición que sea “sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional.”  El peticionario declara que no se ha presentado otro reclamo ante otro organismo internacional y el Estado no ha objetado esta afirmación. En consecuencia, la petición no se rechaza por razones de duplicación. 

4.
Caracterización de los hechos alegados
34. Para los fines de admisibilidad, la Comisión Interamericana debe decidir si los hechos alegados tienden a establecer la violación de un derecho protegido, de conformidad con el artículo 47(b) de la Convención Americana, o si la petición es “manifiestamente infundada” o “sea evidente su total improcedencia,” como se estipula en el artículo 47(c) del mismo instrumento.  El nivel de examen con relación a estas normas es diferente del que se requiere para decidir sobre los méritos de un reclamo: la Comisión Interamericana debe llevar a cabo una evaluación prima facie para determinar si la petición establece los fundamentos de una posible o potencial violación de un derecho protegido por la Convención Americana, pero no establece la existencia de una violación y no constituye un prejuzgamiento de los méritos de la cuestión.

35. La petición alega que el Estado violó los artículos 1, 2, 8 y 25 de la Convención Americana, al tomar una cantidad de tiempo no razonable para oír las apelaciones de las presuntas víctimas sobre sus condenas penales y las sentencias conexas.  El Estado “se lamenta en admitir” que dicho período de tiempo constituye un plazo no razonable, pero asegura que está preocupado con la situación y tomará las medidas necesarias para abordar y resolver la situación.

36. Después de haber analizado la información proporcionada por las partes, y sin prejuzgar los méritos de la cuestión, la Comisión considera que la petición contiene alegaciones que, de probarse tienden a establecer la violación de los artículos 1, 2, 8 y 25 de la Convención Americana.  Además, aunque no fue alegado por el peticionario, en virtud del principio general de iura novit curia, la CIDH considera que las presuntas circunstancias también pueden revelar infracciones de las obligaciones del Estado bajo el artículo 7(5) de la Convención Americana, relacionadas con el derecho a juicio dentro de un plazo razonable de tiempo o a ser liberado sin perjuicio de la continuación de las actuaciones.

37. Basado en lo anterior, la CIDH considera que la petición no es manifiestamente infundada o sea evidente su total improcedencia y concluye que debe ser declarada admisible con respecto a las presuntas violaciones de los artículos 1, 2, 7(5), 8 y 25 de la Convención Americana.

V.
CONCLUSIONES
38. La CIDH concluye que tiene competencia para examinar el presente caso y que la petición es admisible, de acuerdo con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Sobre la base de las conclusiones de hecho y de derecho antes indicadas, y sin prejuzgar los méritos del caso,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible las alegaciones contenidas en la petición con respecto a los artículos 1, 2, 7(5), 8 y 25 de la Convención Americana;

2. Notificar esta decisión a las partes;

3. Continuar con el análisis de los méritos del caso; y

4. Publicar este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.
� La petición menciona: Ruben M. Koempai, Marcel J. Burleson, Cornelis Adjako, Mitranand Rambaran, Henny F. Staphorst, Raidel B. Telgt, Edgar D. Wijnruit, Ray G. Klipsteen, Norman M. Vannodoe, Derrick O. Lugard, Jurgen C. Struiken, Sjaamkoemar Sankar, Lesly Bena, Ganesh M. Kalloe, Manaho A. Carrot, Jean Luc R. G. Jardin de Ponte, Randy R. Ngadimin, Irtiza Shah N. Karamat-Ali, Roberto R. Nortan, Wesley C. Dors, y Erich O. Aalstein, todos ciudadanos surinameses; Rafael C. Demenezes, brasileño; Siegfried D. Brielle, Dutch; y Omar E. Vega Vega, colombiano.


� El 14 de enero de 2009 y el 3 de junio de 2009 respectivamente.


� Referente a la Sentencia de la Corte I.D.H., Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párrafos 70-72.


� La información indica que el Sr. Adjako, arrestado el 18 de febrero de 2001, condenado y sentenciado por el Tribunal de Distrito el 21 de febrero de 2003, recibió la decisión final a su apelación el 20 de febrero de 2008; el Sr. Aalstein, arrestado el 5 de mayo de 2003, condenado y sentenciado por el Tribunal de Distrito el 22 de junio de 2004 tuvo una audiencia de apelación programada para el 3 de junio de 2008; y al Sr. Demenezes, arrestado el 16 de marzo de 2001, condenado y sentenciado por el Tribunal de Distrito el 19 de abril de 2002, se le inició el proceso de apelación y se le programaron sus audiencias para el 21 de mayo de 2008.


� La CIDH toma nota de que aunque ambos términos, “Registrador” y “Actuario”, son usados por el peticionario, solo se utilizará “Actuario” para referirse a ambos. También, se utilizará el término “Tribunal de Distrito” para nombrar al Tribunal Criminal de Primera Instancia, también denominado “Tribunal Cantonal” y “Tribunal del Subdistrito” por parte del peticionario.


� La petición incluye cartas del Actuario del Tribunal de Justicia, en las cuales se mencionan varias solicitudes al Actuario de la Corte de Distrito para que se transfieran documentos concernientes a cuatro de las presuntas víctimas al Tribunal de Justicia. El peticionario alega que a pesar de estas múltiples solicitudes los documentos requeridos no fueron transferidos al Tribunal de Justicia.


� El peticionario señala que el Sr. Demenezes fue liberado el 3 de abril de 2008; el Sr. Koempai el 23 de diciembre de 2007; el Sr. Staphorst el 19 de febrero de 2008; el Sr. Struiken el 7 de enero de 2008; y el Sr. Rambaran el 8 de enero de 2008.


� El Estado cita a Martosmeti c. Suriname, 20 de agosto de 1998 AR No.983652 y Whap c. Suriname, 25 de agosto de 1998 AR No. 983668 y observa que estas órdenes se acompañaron  de compensación monetaria.


� El Estado se refiere a P.Van Dijk y otros., Teoría y Práctica de la Convención Europea sobre Derechos Humanos, Oxford (2006), página 611.


� Artículo 31.3 del Reglamento de la CIDH, Informe de la CIDH No. 32/05, Petición 642/03, Admisibilidad, Luis Rolando Cuscul Pivaral y otros (Guatemala), 7 de marzo de 2005, párrafos 33-35; Corte I.D.H., Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 28 de mayo de 1999. Serie C No. 50, párrafo 33; y Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 3 de septiembre de 1998. Serie C No. 40, párrafo 31.





